CARTA ABIERTA A LAS MINISTRAS DE MEDIO AMBIENTE Y DE AGRICULTURA

Asunto:

Proyecto de Real Decreto por el que se aprueba el reglamento sobre coexistencia de los cultivos modificados genéticamente con los convencionales y ecológicos.

Organizaciones firmantes:


Greenpeace


Amigos de la Tierra


Ecologistas en acción


COAG


UPA??



CCOO


ISTAS


UGT??


SEAE


ATTAC


Vida Sana


Cerai


La Calendula


Biocop


Almocafre


SLG


O grelo verde


CECU


La Tierrallana


Colla Ecologista d'Almassora


Más...???

Cristina Narbona






Ministra de Medio Ambiente

Pza San Juan de la Cruz s/n

28071 Madrid

Elena Espinosa

Ministra de Agricultura, Pesca y Alimentación 

Pº Infanta Isabel, 1

28014 Madrid

Madrid, 29 de julio de 2005

Estimadas Señoras  Ministras, 

el motivo de esta carta abierta es manifestar nuestro profundo malestar por la reciente presentación conjunta (MAPA y  MIMAM) el 19 de julio de la nueva versión del Proyecto de Real Decreto por el que se aprueba el reglamento sobre coexistencia de los cultivos modificados genéticamente con los convencionales y ecológicos.

Los firmantes de esta carta, representantes de una amplia coalición de organizaciones de la sociedad civil, se sienten defraudados por la presentación de este nuevo Proyecto de Real Decreto que no aporta cambios significativos con respecto a la versión anterior de marzo de 2004 y en cuya redacción no se ha permitido la intervención de los colectivos interesados (se ha remitido a alguna de las organizaciones tras la rueda de prensa a los solos efectos de que estén informadas pero no para presentar alegaciones).

Y ello a  pesar del compromiso  de  la Sra Elena Espinosa , quien el pasado 29 de marzo afirmó que contaría con la participación de las organizaciones sociales para la elaboración de la nueva propuesta tras haber decidido fenar el proceso de aprobación de la anterior versión debido a la crítica masiva que recibió el texto.

Además de este incumplimiento, desde la reunión de marzo ninguna de las organizaciones ha recibido noticia alguna del MAPA al respecto, los miembros de la Comisión Nacional de Biovigilancia no han sido informados del nuevo texto ni de las intenciones del MAPA, el nuevo Proyecto se presenta en unas fechas que parecieran elegidas para minimizar la intervención de la sociedad civil.

Por otra parte, aunque sea positivo el hecho de que intervenga en el proceso el Ministerio de Medio Ambiente,  resulta incomprensible que un Ministerio que durante los últimos meses ha mantenido un diálogo fluído con dichos representantes de la sociedad civil, respalde el texto y la forma de proceder del MAPA.

Los firmantes de este comunicado consideran altamente contradictoria esta postura con las decisiones, muy positivas, apoyadas por el gobierno en el pasado Consejo de Ministros de Medio ambiente al rechazar la propuesta de la Comisión de levantar las moratorias nacionales de algunos estados de la UE
, y reiteran su preocupación por el hecho de que España sea el único estado europeo donde se cultivan variedades cuya retirada ha decidido la Agencia de Seguridad Alimentaria Europea y que están prohibidas en otros países, y que no se respete la segregación de cultivos, la trazabilidad y los registros públicos.

Las organizaciones firmantes esperaban un cambio radical en la redacción del texto por entender que éste legalizaba la contaminación generalizada en lugar de garantizar la protección de los cultivos y de los productos no transgénicos. Todas las organizaciones, quienes en varias ocasiones habían transmitido al gobierno los conceptos que consideraban absolutamente imprescindible incluir en estas normas sobre “coexistencia” (“Consideraciones básicas a incluir en las normas españolas de coexistencia entre cultivos genéticamente modificados, cultivos convencionales y ecológicos”, presentado a la Ministra de Agricultura el pasado 8 de marzo), deploran que ninguna de sus principales reivindicaciones hayan sido tomadas en cuenta y afirman que el nuevo texto  vuelve a poner en peligro un modelo de agricultura social y perjudica seriamente a los cultivos ecológicos y convencionales - favoreciendo la imposición de un modelo de agricultura industrial sometido a la depedencia de lascompañias multinacionales de semillas-, olvida el principio de precaución, allana el camino a la expansión de unos cultivos transgénicos cuya inocuidad no ha sido demostrada sin unas normas mínimas de prevención de la contaminación y de posibles daños y da todas las facilidades a los cultivos transgénicos en contra de las posiciones mayoritarias de la Unión Europea.

En este nuevo proyecto de RD se han introducido ciertas modificaciones positivas respecto al anterior y se implica al Ministerio de Medio Ambiente lo cual también parece que puede ser positivo, pero sigue  manteniendo serios defectos de fondo, entre los cuales cabe destacar los siguientes:

· Se observa que sigue existiendo una omisión absoluta a los aspectos relacionados con la responsabilidad ante los daños económicos en la agricultura convencional y ecológica provocados por la contaminación de transgénicos. Es necesario que se legisle sobre esta responsabilidad, aplicando el principio de “quien contamina, paga”.

· Se sigue eximiendo a las empresas que comercializan las semillas y el material vegetativo de variedades GM, de toda responsabilidad ante contaminaciones, cuando deben ser las principales responsables en materia de responsabilidad civil.

· Se siguen planteando las medidas de coexistencia en términos de cumplimiento de los umbrales permisibles y no en términos de medidas que impidan la contaminación. En las actuales circunstancias y teniendo en cuenta las medidas propuestas en el Proyecto de Real Decreto no se podrá asegurar la contaminación “cero técnico”, de vital importancia para la agricultura ecológica.

· Con estas medidas que plantean serias dudas de que sean realistas y eficaces para preservar la contaminación genética no se podrá llegar a los principios de la coexistencia que se basan en la libertad de los agricultores para realizar el tipo de producción que deseen producir, libertad de los consumidores para elegir el tipo de alimentos que deseen consumir.

· No deja la posibilidad de declarar zonas libre de transgénicos de forma genérica. Podrían llegarse a imponer en una zona los cultivos GM como resultado de acuerdos voluntarios entre agricultores colindantes, lo cual deja reducido este aspecto al ámbito particular ya que se elimina la obligación de comunicarlo a las CC.AA. La propuesta adolece de ser poco clara en el alcance de las competencias que pueden tener las CC.AA en lo relativo a limitar, restringir o prohibir  cultivos MG en su territorio y en cualquier caso debería estar autorizada por la normativa comunitaria y debería ser una decisión motivada según lo establecido en la regulación en la liberación intencionada de OMG (Directiva 18/2001).

· Las medidas específicas sobre la coexistencia en maíz se consideran ineficaces e insuficientes. La ampliación de la distancia de seguridad a 50 metros resulta insuficiente cuando se ha comprobado que el polen de plantas de maíz puede desplazarse a una distancia muy superior. A pesar de ser insuficiente para los objetivos perseguidos, la distancia se establece teniendo en cuenta que se cumpla la legislación sobre los umbrales para el etiquetado en los alimentos convencionales sobre contaminación accidental por OMG, sin tener en cuenta la necesidad de los agricultores ecológicos para los cuales es vital la ausencia total  de contaminación por OMG.

· En relación con lo anterior quedan difusos, tanto las obligaciones de comunicación de los agricultores que cultiven variedades GM, como el cumplimiento de la distancia de seguridad ya que sólo se hace referencia a las parcelas limítrofes y queda indefinido para parcelas que no sean colindantes pero que queden dentro de la distancia de seguridad establecida.

· Tampoco queda claro el régimen sancionador a aplicar por incumplimiento de la normativa sobre coexistencia, ya que en la ley 9/2003 de 25 de abril no establece claramente la tipificación y graduación de la infracciones en coexistencia y en el proyecto de Ley de semillas que actualmente está en tramitación parlamentaria se establece un régimen sancionador sobre las medidas de coexistencia pero también existen dudas sobre su ámbito de aplicación ya que sólo sería aplicable a los incumplimientos de la normativa de coexistencia por los cultivos de producción de semillas (y no sería aplicable a los cultivos de granos).

· El proyecto deja libertad a las CC.AA para establecer medidas más restrictivas, lo cual plantea problemas de inseguridad jurídica y dificultades de aplicación para parcelas que se encuentren en los limites geográficos de las CC.AA con normas distintas.

Les pedimos que nos aclare quien será responsable de las pérdidas que provoque el Real Decreto, como se resolverá la pérdida de biodiversidad, la aparición de resistencias que provocan los cultivos con transgénicos y el resto de daños causado por estos cultivos.

Por todo ello, les pedimos hoy, a traves de esta carta, una reunión para exponer los motivos de nuestro rechazo a este nuevo Proyecto de Real Decreto y solicitar que se cumplan los compromisos que adquirió la Señora Elena Espinosa hace pocos meses.

Quedamos a su disposición para ampliarle cualquiera de los temas mencionados en esta carta.



Un saludo,

� NOTA A PIE: 





Algunas declaraciones de la ministra de medio ambiente aparecidas en prensa en los dias consecutivos a las votaciones en el Consejo de Ministros:





- El País, 25-6-05: "El voto decisivo fue el de España, que en anteriores debates se había abstenido, y que ayer votó en contra de la propuesta de la Comisión para hacer prevalecer el principio de precaución y el derecho de los países a decidir, según dijo la ministra de Medio Ambiente, Cristina Narbona".





- La Vanguardia 25-6-05: "La ministra de Medio Ambiente, Cristina Narbona, invocó el principio de precaución para justificar el radical giro en la posición española, y esgrimió que es necesario y urgente un marco normativo europeo completo para regular los OGM. La ministra explicó que en la UE hay posiciones muy diferentes e incluso contradictorias respecto a los OGM e informes científicos absolutamente distintos unos de otros y por lo tanto el principio de precaución debe prevalecer, explicó.





Narbona criticó además que la Comisión no haya propuesto una legislación comunitaria en materia de distancias entre cultivos transgé-nicos, ecológicos y tradicionales, para evitar que la polinización de los primeros contamine a los otros. Además, censuró que no haya presentado aún sus propuestas sobre los umbrales mínimos de OGM en las semillas para ser etiquetadas como transgénicas.





Preguntada por la contradicción entre el respaldo a la prohibición de OGM y el hecho de que España sea el país de la UE con más hectáreas cultivadas de transgénicos, Narbona dijo que fue el anterior Gobierno de José María Aznar el que convirtió a España en el mayor granero de maíz transgénico de Europa. Este Gobierno está trabajando por incorporar mayores dosis de precaución, prudencia y transparencia en relación con los OGM, señaló".









